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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 27 de agosto de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Kogan, Genoud, Negri, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 70.200, "C. , C.G. . Robo calificado".

A N T E C E D E N T E S

La Cámara de Apelaciones del Departamento Judicial de Pergamino condenó a C. G. C. a la pena de cinco años de prisión, accesorias legales y costas por ser autor responsable del delito de robo calificado por el empleo de armas.

La Defensora Oficial del procesado interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Corresponde declarar la extinción de la acción penal en la presente causa?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

1. El 30 de octubre de 1997, la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Criminal y Correccional de Pergamino condenó a C. G. C. a la pena de cinco años de prisión, accesorias legales y costas por ser autor responsable del delito de robo calificado por el uso de armas (arts. 69, 226, 258, 259, C.P.P., texto según ley 3589 y sus modificatorias; y 166 inc. 2º del C.P.; conf. fs. 254‑260).

2. Contra esa decisión la señora Defensora Oficial interpuso recurso de inaplicabilidad de ley denunciando la errónea aplicación de los arts. 251, 258/259, 266 y 342 del Código de Procedimiento Penal citado; 15, 168 y 171 de la Constitución provincial; 46 y 47 del Código Penal y 18 de la Constitución nacional (fs. 265/271 vta.).

3. Considero que esta Corte se encuentra imposibilitada de expedirse sobre la pretensión ya que entiendo que en la presente causa ha sido vulnerado el derecho del imputado a ser juzgado en un plazo razonable o sin dilaciones indebidas, y en consecuencia, debe declararse la imposibilidad de continuar con la persecución penal en su contra (arts. 18 y 33 de la Constitución nacional; 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 15 de la Constitución provincial).

4. La causa se ha iniciado el 3 de marzo de 1995 de acuerdo con las constancias de fs. 2/vta. y 7/vta.; oportunidad en la que C. G. C. quedó detenido.

En la misma fecha, el imputado fue convocado a prestar declaración indagatoria (fs. 38), la que se concretó el 6 de marzo de 1995 (fs. 46).

La acusación fiscal (fs. 176/178) se produjo el 13 de noviembre de 1995, oportunidad en que se imputó a C. el siguiente hecho: "un sujeto de sexo masculino, acompañado de dos menores de edad, contrató el servicio de un remis ... Fue así que subieron a la unidad ... y, en el trayecto, uno de los sujetos extrajo una sevillana y, mediante intimidación, le exigió al chofer que detuviera el vehículo y descendiera, requiriéndole también la entrega de la recaudación que a ese momento ascendía a veintitrés pesos. Al bajar advirtió que los delincuentes lo apuntaban con un revolver calibre 22 ... dándose éstos posteriormente a la fuga en el mencionado automóvil" (fs. 176/vta.). 

El 7 de diciembre de 1995 se concedió la excarcelación del imputado, quien ‑entonces‑ estuvo nueve meses y cuatro días en prisión preventiva.

El 23 de mayo de 1997, mediando seis pedidos de pronto despacho interpuestos por el Agente Fiscal (v. fs. 218, 220, 221, 222, 223 y 225), el juez de primera instancia dictó sentencia y condenó a C. a cumplir la pena de cinco años de prisión, accesorias legales y costas por ser autor responsable del delito de robo agravado por el uso de armas (art. 166 inc. 2º del C.P.), en el caso, una sevillana (fs. 227/231 vta.).

El pronunciamiento fue apelado por la defensa a fs. 232. Esta parte expresó agravios a fs. 244/248 con fecha 8 de julio de 1997.

En oportunidad de responder los fundamentos de la apelación, el 7 de agosto de 1997, la señora Fiscal de Cámaras hizo expresa referencia al "notorio atraso" del expediente (fs. 252 vta.). 

Por sentencia del 30 de octubre de 1997 la Cámara de Apelaciones de Pergamino confirmó el pronunciamiento condenatorio en toda su extensión (fs. 254/259 vta.).

Con fecha 1 de diciembre de 1997 la asistente técnica del acusado interpuso el recurso extraordinario de inaplicabilidad que se ha analizado previamente (fs. 265/271 vta.). 

El expediente ingresó a esta Corte el 12 de enero de 1998; el 10 de febrero pasó a la secretaría penal; el 29 de mayo (siempre del año 1998) se corrió vista al señor Procurador General; su dictamen fue presentado el 26 de julio de 2000; y el expediente se halla con llamamiento de autos para dictar sentencia desde el 4 de septiembre del mismo año, sin más actividad procesal que las notificaciones a las partes de dicho auto.

5. Como puede advertirse del sintético relato de las constancias de la causa, desde la ocurrencia del hecho y el llamado a prestar declaración indagatoria (ambos, 3 de marzo de 1995, cf. fs. 2/vta. y 38), han transcurrido más de doce años. Es decir que C. lleva ese lapso sometido a un proceso penal que aún no ha concluido y por tanto, no ha recibido todavía un pronunciamiento judicial firme que haya puesto fin a la situación de incertidumbre que ello importa.

6. La prolongación del trámite procesal no encuentra razonabilidad a la luz de la simpleza del suceso investigado. No se ha verificado complejidad alguna en el desarrollo de las etapas procesales del caso. Se trataba de la investigación y juzgamiento de un solo hecho delictivo, constitutivo de un ilícito contra la propiedad; seguido a un único imputado, quien además, siempre estuvo a derecho. 

Tampoco el examen del expediente arroja alguna pauta de la que pueda desprenderse una dificultad especial en la tramitación o algún retraso justificado por parte de los diversos órganos encargados de la persecución y juzgamiento. Al contrario, la representante del Ministerio Público Fiscal ya había puesto de manifiesto un "notorio atraso" en el dictado de la sentencia de primera instancia.

En otro orden, el trámite recursivo, impulsado en el caso sólo por la defensa en ejercicio de sus facultades impugnativas ordinaria y extraordinaria y limitada en su actividad a los actos esenciales para desempeñar su ministerio, demandó hasta el momento poco menos de diez años.

7. No puedo pasar por alto otras particularidades del caso. Se trata aquí del juzgamiento de un hombre que actualmente ha superado los 30 años de edad, pero que al momento del hecho tenía 18. Según surge de los informes de los organismos encargados de registrar antecedentes (v. fs. 302/305), C. no ha reportado otros datos que no sean los referidos al hecho motivo de esta causa. 

Por lo demás, una eventual confirmación de la sentencia condenatoria podría redundar en la ejecución efectiva de una pena privativa de la libertad, que para el caso significaría el reingreso a la prisión de una persona alejada de toda vinculación con el sistema represivo, más de una década después de acaecido el hecho.

8. La C.S.J.N. comenzó a delinear la interpretación del derecho de todo imputado a obtener una sentencia que ponga término a la situación de indefinición que implica todo proceso en el caso "Mattei" (Fallos 272:188). Allí consideró incluido en la garantía de la defensa en juicio (art. 18, C.N.) "el derecho de todo imputado a obtener ‑luego de un juicio tramitado en legal forma‑ un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal" (Cons. 14). Idéntico criterio siguió en "M. " (Fallos 300:1102), en el que se reafirmó que el principio conforme al cual la defensa en juicio y el debido proceso "se integran por una rápida y eficaz decisión judicial". 

Ambos precedentes fueron citados por la minoría en "K. " (Fallos 322:360) caso éste en el que los jueces Petracchi y Boggiano afirmaron además que "el derecho del imputado a que se ponga fin a la situación de indefinición que supone el enjuiciamiento penal puede encontrar tutela en la prescripción de la acción" (Consid. 9º). 

Ya en este precedente el derecho a obtener un pronunciamiento en un plazo razonable se consideró como garantía autónoma; en tanto, la infracción a la excesiva duración del proceso fue asociada a la regla del 8.1 de la C.A.D.H. (derecho a ser oído dentro de un plazo razonable), y también, a la lesión de la garantía contenida en el 7.5 de dicha Convención (derecho de las personas detenidas a ser juzgadas en un plazo razonable), que a su vez fue interpretada con un alcance amplio; es decir, aplicable al control de la legitimidad de la duración de toda medida de coerción impuesta durante el proceso penal (Consid. 21).

9. He sostenido con anterioridad, desde otra perspectiva, que la cuestión no es novedosa y ya desde los inicios de la consideración del estado liberal de derecho han existido argumentos que pueden considerarse favorables a la restricción de la reacción penal en atención al transcurso del tiempo. Beccaría, por ejemplo, señalaba en este sentido que "... cuanto menor es el tiempo que transcurre entre el delito y la pena, tanto más fuerte y duradera en el ámbito de los hombres es la asociación entre estas dos ideas delito y pena; de modo que se considerarán insensiblemente el uno como causa y la otra como efecto necesario e indefectible" (Cesare Beccaría, De los delitos y de las penas, trad. de Francisco Tomás y Valiente, Aguilar, Madrid, 1982, pág. 129). 

Por ello afirmaba que era "... sumamente importante la proximidad entre el delito y la pena, si se quiere que en las mentes rudas y vulgares la seductora pintura de determinado y atractivo delito despierte inmediatamente la idea asociada de la pena. El largo retraso no produce otro efecto sino el de separar cada vez más estas dos ideas; y aunque haga impresión el castigo de un delito, la hace menos como castigo que como espectáculo, y no la produce sino después que en el ánimo de los espectadores se ha debilitado el horror de tal delito particular, horror que serviría para reforzar el temor de la pena" (op. cit., pág. 130); (cf. mi voto en P. 72.714, sent. del 6‑XII‑2006; Consid. 10).

10. Es cierto que ante la ausencia de una regulación específica de la duración máxima del proceso penal se presentan dificultades para determinar cuál es el plazo razonable de duración de un proceso.

Frente a ello, tal como ha afirmado el doctor Soria en P. 76.357, sent. del 30‑IV‑2004, se ha impuesto ‑no exenta de críticas‑ "... la llamada «teoría de la ponderación». Esta es la solución que ha seguido la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, siendo también recogida por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos..." (con cita, para ver toda su evolución en Pastor, Daniel, El plazo razonable en el proceso del Estado de Derecho, Buenos Aires: Ad Hoc, 2002. pág. 99 y ss.).

Esta línea es la que también ha adoptado la Corte Suprema de Justicia de la Nación de acuerdo ‑originalmente‑ con los votos disidentes en causa "Kipperband" citada; criterio ahora ratificado por mayoría en las causas "B. ", Fallos 327:327 y "E. ", Fallos 327:4815 (ver un examen exhaustivo de estos precedentes por Pitlevnik, Leonardo G., Jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Buenos Aires: Hammurabi, 2006. pág. 257 y ss.).

Como bien ha sintetizado el Juez Soria en el citado P. 76.537, "Según esta postura, no es dable fijar el plazo razonable «en abstracto» ni establecerlo en un número preciso de días, semanas, meses o años, sino que los jueces deben evaluar, caso a caso, si la prolongación de un proceso ha sido o no razonable, teniendo en cuenta la magnitud del retraso, sus motivaciones, el perjuicio ocasionado, el comportamiento del imputado, el de las autoridades, entre otros criterios a ponderar".

11. De acuerdo con lo dicho, ante la falta de parámetros legales precisos ciertamente los plazos previstos en el art. 62 del Código Penal configuran una guía útil para verificar una demora procesal intolerable y en tal caso, la interpretación de los actos interruptores debe efectuarse de un modo tal que no lesione el derecho de toda persona imputada de un delito a ser juzgada en un plazo razonable (arts. 8.1, C.A.D.H., 14.3.c., P.I.D.C. y P.; conf. doct. Fallos 322:360; 327:4815; entre otros).

12. En cuanto al instituto de la prescripción de la acción, ya he sostenido que supone la derogación del poder penal del Estado por el transcurso del tiempo. Se trata de un límite temporal autoimpuesto por el Estado para llevar adelante la persecución y castigo de los hechos punibles y si bien ha sido explicado desde muchas perspectivas, creo que se trata de un instituto vinculado a la justificación misma del derecho penal: "[a]sí como se reconoce el deseo de libertad de los hombres como fundamento de un libre albedrío indemostrable, así como se defiende una igualdad de todos los seres que es contraria a la realidad de las cosas, así como se utiliza una dignidad de las personas que ni siquiera puede ser descripta, así también el olvido y el perdón tienen un momento para jugar su ficción jurídica: se los considera sucedidos al tiempo de la prescripción" (conf. Pastor, Daniel; ob. cit. pág. 454).

13. Su fundamento, luego, viene dado solamente por la aplicación de uno de los tantos criterios posibles en el marco de la administración del poder penal del Estado.

14. No obstante ello, y ante la ausencia de una regulación expresa de la duración máxima del proceso penal, el instituto de la prescripción ha sido utilizado en ocasiones, para hacer efectivo el derecho a un proceso penal rápido. De tal forma, en ciertos casos, ha resultado ser el remedio para hacer efectivo el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable ‑arts. 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 18 y 33 de la Constitución nacional‑ (por ejemplo, C.S.J.N., Fallos 306:1688; 312:2075; conf. Maier, Julio B.J.; Derecho Procesal Penal, Tomo I/Fundamentos, Buenos Aires: Editores del Puerto, 2ª ed., 1996, pág. 160; Pastor, Daniel; Prescripción de la persecución y Código Procesal Penal; Buenos Aires: Editores del Puerto, 1993, pág. 39 y El plazo razonable... cit.; pág. 447; Carrió, Alejandro, Garantías constitucionales en el proceso penal, Buenos Aires: Hammurabi, 4ª ed., 2000. pág. 521/3).

15. Si bien sólo en ciertos casos el plazo de prescripción coincide con el plazo razonable de duración del proceso ‑pues en muchos casos, este último es menor‑ puede afirmarse, de todos modos, que el derecho del imputado a ser juzgado en un plazo razonable "... debe provocar una considerable abreviación de los plazos de prescripción para quien es formalmente perseguido en un procedimiento judicial" (Maier, ob. cit, loc. cit.). Ello conduce a dudar, en principio, de la legitimidad de cualquier interpretación que, en sentido contrario, tiende a extender los plazos de la prescripción. Tales construcciones, antes que presentarse como soluciones plausibles, aparecen como una señal de alarma sobre la posible vulneración de la garantía del plazo razonable; (conf. mi voto en causa P. 79.797 sent. 28‑V‑2003; Consid. 13 a 16).

16. La vinculación entre el instituto de la prescripción de la acción penal y el derecho a ser juzgado en un plazo razonable ya había sido advertida por la Corte en "Baliarde" (sumario en Fallos 301:197), en Fallos 306:1688 ya citado y 316:1328. 

Actualmente dicha relación resulta innegable para el más Alto Tribunal (conf. "A.  d. R. ", Fallos 323:982; "B. ", Fallos 327:327 cit.; y "E. ", Fallos 327:4815 cit. y previo a éstos, conf. la minoría en "K. "), casos en los que ha resuelto que la declaración de extinción de la acción penal por prescripción constituye la vía jurídica idónea para determinar la cesación de la potestad punitiva estatal por el transcurso del tiempo y salvaguardar de este modo el derecho constitucional a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas. Incluso ha flexibilizado la interpretación de los actos susceptibles de ser considerados interruptivos de la prescripción a fin de impedir una amplitud que distorsione su sentido y torne "en la práctica imprescriptible la acción penal por la sola exigencia de que se [mantenga] el trámite en proceso" (conf. consid. 8, Fallos 323:982 cit.).

17. Más cerca en el tiempo, nuevamente la C.S.J.N. reiteró estos conceptos en el caso "P. , A. J. y L. d.B. , C. y otros s/ defraudación en grado de tentativa y prevaricato", P. 762. XXXVII, sent. del 7‑III‑2006. Dijo allí que "... en diversas oportunidades el Tribunal ha señalado que el instituto de la prescripción de la acción tiene una estrecha vinculación con el derecho del imputado a un pronunciamiento sin dilaciones indebidas ... y que dicha excepción constituye el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho en cuestión". Y agregó que en las circunstancias del caso correspondía a ese tribunal poner fin a la causa declarando la extinción de la acción penal por prescripción (v. Consid. 4º y 5º del voto de los jueces Petracchi, Highton de Nolasco, Tyden de Skanata; 6º del voto de los jueces Lorenzetti y Poclava Lafuente; 4º y 5º del voto del Juez Fayt). 

Este precedente sirvió de apoyatura al Procurador Fiscal para requerir un pronunciamiento similar en el caso "G.  T. , A. G. s/ robo agravado con armas, lesiones leves y privación ilegal de la libertad" que fue favorablemente receptado por el Máximo Tribunal nacional (G. 527. XLI, sent. del 7‑XI‑2006) y que finalmente derivó en el pronunciamiento de esta Corte en P. 71.444, sent. del 29‑VIII‑2007 por el cual se declaró la extinción penal respecto del imputado por los hechos que allí se investigaban, con el fin de hacer cesar el estado de indefinición en el que se lo mantuvo, en violación de su derecho constitucional a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas.

18. En otro orden de cuestiones, no es ocioso recordar que la Corte Suprema consideró en el mencionado precedente "M. " (Fallos 300:1102; en el que verificó una prolongación inusitada del proceso) que allí "resultaron agraviados hasta su práctica aniquilación, el enfático propósito de afianzar justicia, expuesto en el Preámbulo, y los mandatos que aseguran a todos los habitantes de la Nación la presunción de su inocencia y la inviolabilidad de su defensa en juicio y debido proceso legal (arts. 5, 18 y 33). Ello así, toda vez que dichas garantías constitucionales se integran por una rápida y eficaz decisión jurisdiccional" y agregó que las personas allí involucradas, además de haber estado detenidas "... durante el resto de la substanciación vieron indiscutiblemente restringida su libertad con las condiciones impuestas por la excarcelación. Y eso durante un término de prolongación insólita y desmesurada. Semejante situación es equiparable, sin duda, a una verdadera pena, que no dimana de una sentencia condenatoria firme... Con ella se hace padecer física y moralmente al individuo, no porque haya delinquido, sino para saber si ha delinquido o no, lo cual es contrario al principio que este Tribunal ha enunciado en Fallos: 272:188 de que la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más breve, a la situación de incertidumbre y de restricción a la libertad que comporta el enjuiciamiento penal" (Consid. 3º y 4º, fallo cit.). 

Finalmente ‑reconociendo que la apelación no había suscitado la cuestión a la que se refirió en las consideraciones anteriores‑ la Corte declaró la insubsistencia de todo lo actuado (conf. Consid. 7º y 8º, fallo cit.).

19. En este caso ‑igual que en dicho precedente‑ la cuestión no ha sido alegada por las partes. Sin embargo, tal como ha entendido el Tribunal Supremo, ello no es óbice para proceder a la declaración correspondiente a fin de salvaguardar el derecho afectado. 

20. Este Tribunal viene sosteniendo con respecto a la declaración de extinción de la facultad persecutoria por prescripción, que ella procede ‑aun de oficio‑ cuando se encuentran verificados los extremos requeridos para dicha decisión.

Se ha indicado así que es un criterio consolidado que la prescripción puede (y debe) ser declarada, incluso, de oficio, en cualquier instancia del proceso y por cualquier tribunal, por tratarse de una cuestión de orden público que, como tal, opera de pleno derecho, por el sólo "transcurso del tiempo" (conf. en el orden nacional, entre varios, doct. C.S.J.N., Fallos 305:1236; 311:2205; 313:1224; 323:1785; 324:2778 y, en el ámbito local, P. 50.959, sent. del 17‑V‑2000; P. 61.271, sent. del 23‑VIII-2000; P. 62.689, sent. del 3‑X‑2001; P. 83.147, sent. del 14-IV-2004, entre muchas otras). 

21. Sobre el punto, he de destacar que la doctrina según la cual la prescripción debe ser declarada de oficio ha sido expresamente ratificada en últimos precedentes de la Corte Suprema, junto al reconocimiento de la estrecha vinculación existente entre dicho instituto y el derecho del imputado a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas (ver, entre otros "P. , A. J. y L. d.B. , C. y otros s/ defraudación en grado de tentativa y prevaricato", P. 762. XXXVII, sent. del 7‑III‑2006). 

22. En el caso, el plazo de prescripción según la pena temporal privativa de la libertad por el delito imputado (robo con armas) es de doce años. 

Como se señaló más arriba, el imputado se encuentra sometido a este proceso desde el 3 de marzo de 1995, fecha que al día de hoy excede el lapso mencionado.

23. Frente a todo el panorama descripto, y en las particulares circunstancias del caso detalladas en los puntos 4 a 7 de este voto, creo oportuno destacar algunas consideraciones de los jueces Petracchi y Boggiano al analizar la razonabilidad del plazo de duración del proceso seguido a K. , pues resultan útiles para abonar la decisión que propongo. 

Por una parte, han entendido que aun cuando la sentencia que debiera poner fin a la situación de incertidumbre se hallare próxima, su dictado no permite sanear el daño producido si el tiempo transcurrido ya ha resultado excesivo (conf. consid. 17, fallo cit.).

Por otra, expresaron que no resulta factible cargar los costos de las deficiencias de la administración de justicia a la cuenta de las personas sometidas a un proceso judicial. En este sentido, los jueces citados afirmaron ‑mencionando el caso Barker v. Wingo de la Corte Suprema de Justicia de Estados Unidos [407 U.S. 514, 530 (1972)]‑ que no desconocían las "ingentes dificultades que agobian a los jueces por el exceso de tareas y ciertas carencias estructurales, las cuales seguramente se agravaron, en el caso, con motivo de las vicisitudes ocasionadas por la modificación del sistema procesal..." pero que tal situación "... aun cuando permitiere explicar las demoras en que se ha incurrido y justificar a los jueces por esa misma demora, no autoriza a hacer caer sobre la cabeza del imputado los inexorables costos de lo sucedido" (cf. Consid. 20, fallo cit.; y también, remisión expresa del Juez Zaffaroni y Consid. 15 del voto del Juez Vázquez en Fallos 327:327). 

24. Por todo ello creo que extender todavía más el curso de este proceso, pendiente el eventual trámite de la instancia federal, con la hipótesis cierta de que la confirmación del fallo conlleve la ejecución de una pena privativa de libertad efectiva a una persona que al momento del hecho tenía 18 años de edad y quien no computa nuevos antecedentes (v. informes del Registro Nacional de Reincidencia y Estadística Criminal y de la Dirección de Antecedentes Personales de la Provincia de Buenos Aires remitidos el 26 y 29 de agosto de 2006 respectivamente; cf. fs. 302/305; conf. P. 12.837, "M.G., P.C. s/ conmutación de pena", res. del 23‑VIII‑2006) importaría consentir una infracción a la garantía constitucional que establece el derecho a un juicio sin dilaciones indebidas (arts. 15 de la Constitución provincial, 18 de la Constitución nacional, 8.1 de la C.A.D.H.; 14.3.c., P.I.D.C. y P.).

25. En consecuencia, corresponde que esta Corte asuma competencia positiva (art. 365, C.P.P.) y dada la magnitud del tiempo transcurrido, ponga fin a la presente causa por medio de la declaración de extinción de la acción penal por prescripción, en la medida en que ella constituye, en el caso, la vía jurídica idónea para determinar el cese de la potestad punitiva estatal por el transcurso del tiempo, en resguardo del derecho constitucional a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas (arts. 15 de la Constitución provincial; 18 de la Constitución nacional, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.3.c. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre).

Así lo voto. 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto de la doctora Kogan.

1º)á Tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación en "B. , R. E. " (327:327),que en casos como el presente,á "está en juego el alcance de las garantías a obtener un juicio dentro de un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, que surgen no sólo implícitamente de la Constitución sino expresamente de tratados internacionales suscriptos por la República Argentina."

"Que la Corte en el caso 'Mattei' ha establecido que la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más breve, a la situación de incertidumbre y de restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal, y que esto obedece además al imperativo de satisfacer una exigencia consustancial que es el respeto debido a la dignidad del hombre, el cual es el reconocimiento del derecho que tiene toda persona de liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito (Fallos: 272:188)".

"Que idéntico criterio mantuvo el Tribunal en "M. " (Fallos 300:1102), frente a un proceso que reflejaba claramente un caso de morosidad judicial ‑se había prolongado 25 años‑, donde resolvió declarar la insubsistencia de todo lo actuado y la prescripción de la acción penal, sin perjuicio de los derechos de las partes, de naturaleza patrimonial, sobre la base de sostener que habían sido agraviados hasta su práctica aniquilación el enfático propósito de afianzar la justicia, expuesto en el preámbulo y los mandatos explícitos e implícitos, que aseguran a todos los habitantes de la Nación la presunción de su inocencia y la de su defensa en juicio y debido proceso legal, garantías constitucionales que se integran por una rápida y eficaz decisión judicial".

"Que no obstante la indiscutible inserción constitucional del derecho a obtener un juicio sin dilaciones indebidas (art. 14, inc. 3) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la duración razonable de un proceso depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que no puede traducirse en un número de días, meses o años".

"Que la Corte interamericana de Derechosá Humanos, cuya jurisprudencia puede servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales (Fallos 318:514; 319:1840; 323:4130), considera que el concepto de plazo razonable al que se hace referencia en el art. 8º, inc. 1º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, debe medirse en relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso" (caso 11.245, resuelto el 1º de marzo de 1996).

En la especie, el hecho tanto desde lo fáctico, como de lo jurídico,á no revestía ninguna complejidad especial yá la actividad recursiva del imputado, es sólo la que corresponde a las circunstancias del caso. Deá modo que no existen motivos objetivos que justifiquen la demoraá del proceso.

2º) Es conveniente aclarar que el instituto de la prescripción pone la mira en el paso del tiempo, al presumir que con su devenir «la sociedad olvida y el interés del castigo desaparece» (cf. Vera Barros, La prescripción en el Código Penal, Bibliográfica Argentina, Bs. As., 1960, pág. 29; C.S.J.N., Fallos 194:245). Mas, el derecho a un «juicio rápido» responde a motivos bien distintos. Se trata de una garantía de corte procesal que esencialmente se refiere a las condiciones que hacen que un juicio sea legítimo (conf. Pastor, El plazo razonable en el proceso del Estado de Derecho, Ad Hoc, Bs. As., 2002, pág. 447). Por ende, aquéllas no se vinculan como la prescripción, con la punibilidad general y abstracta del hecho (conf. Pastor, ob. cit., pág. 457), sino coná factores como los enunciados (conf.á P. 86.388, sent. del 1‑III‑2006).

De ahí, que para su resolución, debemos prescindir de las causales de interrupción y suspención propias de la prescripción (P.762.XXXVIII, "P. , A. y L. d.B. , C. y otros").

Por último, cualquiera que sean las causas del retraso, no podemos olvidar que estamos juzgando a una persona ‑el acusado‑ único e irreproducible en su ámbito personal, familiar y social,á que no puede ser tratado como medio para satisfacer exigencias coyunturales,á justamenteá por ser siempre "alguien", y nunca "algo".

Además, qué sentido tendría ya la pena, en sus función de ejemplaridad, rehabilitación y reinserción social, si después del tiempo transcurrido, por su propia naturaleza, ésta no puedeáya cumplir su objetivo. Para la sociedad, por vergonzosa,áy paraá al imputado, por tardía.

3º) Por lo expuesto en los considerandos anteriores y lo dicho por la distinguida colega, el tiempo empleado por el Estado para dilucidar el hecho investigado resultó incompatible con el derecho a un juicio sin demoras indebidas (art. 18 de la C.N. y los tratados que la integran), y corresponde en consecuencia declarar la extinción de la acción penal por prescripción, sin perjuicio de los derechos de las partes de naturaleza patrimonial ‑arts. 62, 67 y conc. del Código Penal en relación a las normas constitucionales y tratados citados‑.

Voto por la afirmativa.áá 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

Adhiero a los fundamentos expuestos por la doctora Kogan.

La tramitación de la presente ha sido suficientemente reseñada por la mencionada magistrada (puntos 1 a 7 de su voto) y coincido en que en estas actuaciones ha sido vulnerado el derecho del procesado a ser juzgado en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, y, en consecuencia, esta Corte así debe declararlo (conf. arts. 18 y 75 inc. 22, C.N., ap. 1, art. 8, C.A.D.H.).

Sabido es que luego de la incorporación a la Constitución nacional de los principales tratados sobre derechos humanos, situándolos a su mismo nivel (art. 75 inc. 22 de la C.N.), sus normas forman un plexo jurídico de máxima jerarquía, al que deberá subordinarse toda la legislación sustancial o procesal secundaria (art. 31, C.N.) y que la paridad jurídica entre la Constitución nacional y esa normativa internacional, obliga a los jueces a utilizar las disposiciones contenidas en esta última como fuente de sus decisiones.

De lo anterior, se sigue que la base normativa para la aplicación del "plazo razonable" como derecho fundamental de aplicación en nuestro sistema jurídico se encuentra en los arts. 8.1 y 7.5 de la C.A.D.H. El primero expresa que toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías "dentro de un plazo razonable" y el segundo vincula el plazo razonable con la libertad personal, estableciendo que "toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso..." y la Corte Interamericana de Derechos Humanos precisó que el derecho a ser juzgado en un plazo razonable "... tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta decida prontamente" (Caso "S.  R. ", sentencia del 12 de noviembre de 1997, párrafo 70).

También la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del caso "M. ", interpretó que debe reputarse incluido en la garantía de defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Constitución nacional, el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido posible a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal (conf. Fallos 272:188; 297:486; 298:312; 300:1102; 305:913; 310:57; 316:2063; 318:665, entre otros).

La ausencia de una regulación expresa acerca del plazo máximo de duración de un proceso penal, genera dificultades al momento de determinar un término razonable que debe ser establecido en cada caso concreto. Hay consenso en apelar a los criterios elaborados por la Comisión Interamericana en lo relativo al punto en análisis, estos son: la complejidad de la causa, la actividad desplegada por el órgano judicial interviniente y la actitud del procesado durante el mismo.

Del análisis de estas actuaciones, no se advierte que haya existido complejidad en el desarrollo de las distintas etapas procesales, ni que por el esfuerzo invertido en la investigación y juzgamiento se justifiquen demoras; tampoco surge que el procesado haya asumido una actitud tendiente a sustraerse del proceso.

Debe sumarse a ello y con particular importancia las circunstancias personales de quien se encuentra sometido a este proceso señaladas en el punto 7 del sufragio al que adhiero.

Por los fundamentos expuestos, estimo que en la presente ha sido vulnerado el derecho a un juicio sin demoras indebidas, y que por ello, el proceso debe concluirse anticipadamente a favor del imputado, pues de no ser así, la tutela que lo ampara dejaría de ser efectiva. El instituto de la prescripción resulta ser la vía idónea para ello y ha sido utilizado en ocasiones para hacer cesar el estado de indefinición y efectivo el derecho a un proceso penal rápido dentro de los parámetros analizados (conf. arts. 18 y 75 inc. 22, C.N., ap. 1; 8, C.A.D.H.; conf. C.S.J.N. Fallos 306:1688; 312:2075).

En consecuencia, corresponde que esta Corte asuma competencia positiva (art. 365, C.P.P. cit.) y ponga fin a la presente causa declarando la extinción de la acción penal por prescripción (conf. arts. 15, Const. pcial.; 18, Const. nacional; ap. 1; 8, C.A.D.H.; 14.3.c del P.I.D.C. y P.).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. Coincido con la solución propuesta por la señora Jueza doctora Kogan, en cuanto postula la terminación de este proceso por haberse agotado el plazo razonable de su duración (cfr. arts. 18 y 75 inc. 22, Constitución nacional; 15, último párrafo de la Constitución provincial; 8.1, Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre).

2. El derrotero de las actuaciones ha sido prolijamente reseñado en el voto al que adhiero (v. ap. 4º), por lo cual es innecesaria su repetición.

Simplemente, y a modo de síntesis, basta resaltar que la causa se inició el 3 de marzo de 1995, oportunidad en que C. G. C. resultó detenido (v. fs. 2/vta. y 7/vta.), siendo excarcelado el 7 de diciembre del mismo año. Ese 3 de marzo se dispuso el primer llamado a prestar declaración indagatoria (fs. 38), que se concretó el 6 de marzo (fs. 46). Desde entonces el imputado lleva más de trece años sometido a proceso penal por el delito de robo calificado, sin que una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada haya puesto fin a la situación de incertidumbre que ello implica. 

3. a. Como lo han destacado con suficiencia mis colegas preopinantes, a partir del fallo "M. " de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos 272:188), se ha reivindicado la necesidad de que el proceso penal se desarrolle y arribe a una sentencia definitiva con la mayor celeridad posible (cons. 8º; conf. Pastor, Daniel R., El plazo razonable en el proceso del Estado de Derecho, Ad Hoc, Bs. As., 2002, pág. 250; Bidart Campos, Germán J., Aspectos constitucionales del juicio penal, en "La Ley", t. 133, pág. 414. Idéntico criterio se siguió en "M. " ‑Fallos 300:1102‑ frente a un proceso que se había prolongado durante veinticinco años; también in re "K. ", Fallos 322:360, votos disidentes de los doctores Petracchi y Boggiano, cons. 6º, in fine). 

b. Es conocida la ausencia de una regulación precisa o de detalle sobre esta materia, como las dificultades que generaría intentar plasmarla en textos legislativos. 

En ese marco, frente a la simple previsión de enunciados normativos abiertos que establecen el principio, determinar la razonabilidad de la duración de un procedimiento dado, o, por el contrario, declarar que en él ha mediado una dilación exorbitante, comporta una labor que exige a la vez examinar ciertos parámetros relevantes merced a los cuales el juzgador puede valorar las diversas circunstancias que rodean el caso, tal como enseña la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos; entre otros: la complejidad del asunto, el comportamiento de los demandantes y el de las autoridades judiciales (Casos Eckle c. Alemania, sent. de 15‑VII‑1982, TEDH 1982\4; Kemmache c. Francia, sent. de 27‑XI‑1991, serie A núm. 218, pág. 27, ap. 60; Pélissier y Sassi c. Francia num. 25444/1994, ap. 67, CEDH 1999‑II TEDH, [10]; más recientemente: Jetzen c. Luxemburgo, sent. de 4 marzo 2008, TEDH 2008\16, entre muchos). Similar posición han adoptado tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (puede verse toda su evolución en la obra de Pastor (ob. cit., págs. 99 y ss.) como la Corte Suprema de Justicia de la Nación (conf. Fallos 327:327 y 329:445, entre otros). 

Según esta visión, que comparto, el plazo razonable no es computable en un número exacto de días, semanas, meses o años. Para arribar a una conclusión al respecto es preciso evaluar si la duración de un proceso se ha ajustado o no a cierto estándar temporal, sopesando, entonces, la magnitud del retraso, sus motivos, el obrar tanto del imputado como de las autoridades, el perjuicio ocasionado, la gravedad y complejidad del hecho investigado, entre otros criterios objetivos (conf. Tribunal Constitucional de España, STC 7/2002, de 14 de enero de 2002, FJ7; STC, Sala Iª, 160/2004, de 4 de octubre de 2004, pto. II, aparts. 3 y 5, entre otras). 

Todos esos factores deben ser razonada y criteriosamente examinados caso a caso, teniéndose presente, además, lo señalado por el señor Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, doctor García Ramírez en la sentencia dictada el 1-II-2006 en el caso "L.  Á. vs. Honduras", en el sentido de que en esta materia no existen "acotaciones cuantitativas universalmente aplicables" (v. párrafo 35 del voto razonado).

c. En la presente causa, la prolongación excesiva del desarrollo del proceso contrasta con la escasa complejidad del evento investigado, tanto respeto del establecimiento de los hechos y el eventual responsable de su ejecución ‑en tanto C. fue aprehendido en flagrancia‑ como lo atinente a la subsunción jurídica de la conducta enjuiciada que no ha ofrecido en el caso pareceres encontrados o disensos atendibles. 

Tampoco el asunto evidenció contratiempos significativos en cuanto a diversidad de imputados, no generó una pluralidad de víctimas, ni presentó otro tipo de obstáculos para la normal evolución del procedimiento hacia la sentencia definitiva (v.gr.: la fuga del imputado, pues C. siempre estuvo a derecho). 

De otro lado, no es dable endilgarle la morosidad a la defensa, quien ha limitado su actividad procesal a los actos esenciales de ejercicio de su ministerio, tarea que, vaya dicho también, en esta materia no puede ser merecedora de reproche alguno a los fines de atribuirle responsabilidad por la dilación de la causa (cfr. TEDH in re: Bucholz, sent. de 6-V-1981 [TEDH 1981, 1] serie A, núm. 42, págs. 18 y 22, aps 56 y 63).

d. Ha habido un retardo judicial injustificado. 

Aun cuando sean ostensibles los problemas de sobrecarga de trabajo por los que atraviesa buena parte del sistema de administración de justicia, en el caso parece indudable que ninguno de ellos autorizaba tamaña demora (conf. Fallos 322:360, voto de los jueces Petracchi y Boggiano, y 327:327, voto del Juez Vázquez; cons. V del dictamen del Procurador Fiscal in re "A. 2554. XL Recurso de hecho.A. , N. H. s/contrabando ‑causa Nº 51.221", al que remitió la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sent. de 21-VIII-2007).

Ahora bien, este solo dato no fundamenta sin más la solución que se propone al momento de estimar la posible afectación de la garantía que venimos considerando. Es menester la concurrencia de otro elemento que se vincula con lo que el señor Juez García Ramírez ha denominado "afectación actual que el procedimiento implica para la situación jurídica del individuo", esto es: la real incidencia que la alongada duración del trámite proyecta sobre el procesado (conf. arg. párrafos 29, 35 y 36 del voto razonado del referido magistrado, en la sentencia de la CIDH dictada en el caso "L.  Á. vs. Honduras" cit.); máxime cuando, como ocurre en el caso, no lo ha sufrido privado cautelarmente de su libertad personal. De allí que no esté aquí en tela de juicio la garantía consagrada en el art. 7.5 de la Convención.

e. En ese orden, a la hora de dirimir el sub lite, la afectación que se proyecta sobre el imputado al tener que empezar a cumplir la pena privativa de la libertad (o completarla), con tanta lejanía respecto del hecho reprobado, cobra virtualidad.

Como se ha dicho, desde la arista del acusado, tener que defenderse "respecto de acusaciones en las cuales los hechos básicos han quedado oscurecidos por el paso del tiempo" (conf. doctr. C.S.J.N., Fallos 316:365, cons. 13º; conf. mi voto en P. 76.357, sent. de 30‑IV‑2004), puede afectar la garantía que consagra el art. 18 de la Constitución nacional. 

Entonces, la solución a la que he de concurrir atiende a las secuelas lesivas de la irrazonable morosidad judicial, y prevalece en el caso frente a otras distintas a la insubsistencia de la acción penal (v.gr.: su eventual influencia en la medida de la pena, ya impuesta en su mínimo legal), desde que el reingreso del imputado a prisión a efectos de cumplir el resto de la pena impuesta, vendría a tener lugar cuando han transcurrido casi trece años de haber obtenido el beneficio excarcelatorio (ello, en relación con un hecho como aquél por el cual ha merecido enjuiciamiento).

La doctora Kogan en el ap. 7º del voto al que adhiero, pone de relieve que el aquí imputado cuenta actualmente con 31 años de edad, mas en el momento del hecho tenía apenas 18. Ese habría sido su único obrar delictivo por entonces y a la fecha, según los informes de los antecedentes criminales obrantes en el expediente (v. fs. 302/305), también el único. 

El cumplimiento tardío de la pena impuesta ‑de quedar firme‑ podría generar un efecto "desocializante" en la persona y la realidad vivencial del señor C. G. C. que no puede ser subestimado a la hora de sentenciar sin abstraerse de las consecuencias del fallo y de la realidad en la cual se dicta (cfr. doctr. P. 67.930, sent. de 3‑V‑2006 y sus citas).

4. Es cierto que no hay unanimidad de criterios sobre la vía idónea para atender el perjuicio ocasionado por la dilación indebida del proceso penal.

a. La Corte Suprema de Justicia de la Nación hizo valer la garantía al «juicio rápido» desde diversos aspectos. Así, en los precedentes "M. " y "M. " ya citados, la hizo jugar de la mano de los principios de progresividad y preclusión, al constituirlos en instrumentos procesales concretos destinados a evitar la duración indeterminada de los juicios. En ambos precedentes, la decisión se enderezó a impedir que declaraciones de nulidad provocaran, al retrotraer el juicio a etapas superadas, una alongación de la situación de incertidumbre del procesado en causas que ya habían tenido una duración inusitada.

En otros, reconoció la relación existente entre "duración razonable del proceso" y el instituto de "prescripción de la acción penal" (Fallos 306:1688; 312:2075; 316:1328; 322:360 cit., voto de la minoría, Cons. 9º). Dijo que "el derecho del imputado a que se ponga fin a la situación de indefinición que supone el enjuiciamiento penal puede encontrar tutela en la prescripción de la acción" (conf., este criterio in re "A.  d. R. ", Fallos 323:982, Cons. 5º). En fecha más próxima reiteró esa solución y declaró la extinción de la persecución penal en términos análogos (doct. Fallos 323:982 y 327:327 cits. y 327: 4815 y 329:445, también cit.).

Por otras latitudes se ha propiciado para estos casos una atenuación proporcionada de la pena (conf., por muchos, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, caso "Eckle c. Alemania" cit.). En un sentido similar se ha pronunciado, en Acuerdo del Pleno no jurisdiccional de fecha 21-V-1999, la Sala en lo Penal del Tribunal Supremo español, modificando el criterio del Pleno anterior de 2-X-1992 que consideraba que no era posible reparación alguna en el ámbito judicial, habilitando sólo a solicitar el indulto. A partir de aquel fallo, siguieron su doctrina las sentencias de la Sala Penal del Superior Tribunal dictadas el 8-VI-1999, rec. 1731/1998; 15-XII-2003, rec. 614/2002; 31-I-2005, rec. 1029/2003; 14-II-2007, rec. 10645/2006, entre otras; v. en el ámbito académico, Bacigalupo, Enrique, Derecho Penal, Parte general, Bs. As., 1999, págs. 608 y ss.; El debido proceso penal, Bs. As., 2005, págs. 87 y ss.; Hacia el nuevo derecho penal, Bs. As., 2006, págs. 418 y ss.).

b. Mi distinguida colega, doctora Kogan, al expedirse en relación con la causa P. 79.797 ("V. ", sent. de 28‑V‑2003), a partir del considerando 15º de su voto, tuvo ocasión de sostener que el instituto de la prescripción podría ser utilizado, en ciertos casos, como un remedio para hacer efectivo el derecho a un proceso penal sin dilaciones irrazonables (con cita, entre otros, de Maier, Derecho Procesal Penal, t. I, Fundamentos, Del Puerto; Bs. As., 1996, pág. 160; Pastor, Prescripción de la persecución y Código Procesal Penal, Del Puerto, Bs. As., 1993, pág. 39 y ob. cit., pág. 447, Carrió, Garantías constitucionales en el proceso penal, Hammurabi, Bs. As., 2000, pags. 521/3). 

Lejos de dar por sentada una única solución para esta problemática, considero pertinente en la presente litis adoptar dicho temperamento.

5. En consecuencia, corresponde que esta Corte asuma competencia positiva (art. 365, C.P.P, ley 3589 y sus modif.), y dada la magnitud del tiempo transcurrido y demás circunstancias ponderadas, arriba mencionadas, ponga fin a la presente causa por medio de la declaración de la extinción de acción penal por prescripción, en resguardo del derecho constitucional a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones irrazonables (arts. 15, último párrafo de la Constitución provincial; 18, Constitución nacional, 8.1, Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

Por ello, voto por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oído el señor Subprocurador General, asumiendo competencia positiva y dada la magnitud del tiempo transcurrido, se resuelve declarar la extinción de la acción penal por prescripción en la presente causa respecto del procesado C. G.C. , en la medida en que ella constituye la vía jurídica idónea para determinar el cese de la potestad punitiva estatal por el transcurso del tiempo, en resguardo del derecho constitucional a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas (arts. 365 C.P.P., texto según ley 3589 y sus modific.; 15 de la Constitución provincial; 18 de la Constitución nacional; 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre).

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 
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